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REUNIÓN PREPARATORIA PARA LA PRIMERA CONFERENCIA INTERAMERICANA DE MINISTROS RESPONSABLES POR LOS TEMAS DE SEGURIDAD PÚBLICA

LA CRIMINALIDAD Y LA VIOLENCIA: PERSPECTIVAS DE LA SOCIEDAD CIVIL

Ciudad de Guatemala, Guatemala, 6 y 7 de agosto de 2008

El Departamento de Seguridad Pública de la Secretaría de Seguridad Multidimensional de la OEA organizó una reunión con organizaciones de la sociedad civil de la región
/ con el propósito de debatir las preocupaciones que las instituciones participantes manifestaron en torno a la criminalidad y la violencia. 

El evento se realizó los días 6 y 7 de agosto en la Ciudad de Guatemala con el apoyo financiero del Open Society Institute (OSI), y participaron 29 organizaciones de 17 países de las Américas.  Se identificaron los problemas de mayor relevancia en el campo de la seguridad pública y se propusieron recomendaciones que serán presentadas a la Comisión de Seguridad Hemisférica encargada de elaborar los documentos preparatorios de la Primera Conferencia Interamericana de Ministros responsables por los temas de Seguridad Pública, que se llevará a cabo en México durante el 7 y 8 de octubre de 2008.
El desarrollo del taller comenzó con una breve introducción conceptual sobre cuatro ejes  principales presentadas por expositores de gran prestigio regional:
/
· la prevención de la violencia y la criminalidad; 
· la rehabilitación y reinserción social; 
· la seguridad pública y los derechos humanos
· el rol de las comunidades locales/municipios y su vínculo con las políticas públicas
Durante los dos días de la reunión, los expertos abordaron los temas antes señalados y establecieron  líneas generales con relación al  papel de las organizaciones de la sociedad civil en materia de seguridad  y como éstas debieran vincularse con los gobiernos tanto nacionales como locales.  

Durante la primera sesión de trabajo se abordaron temas y problemáticas relacionadas con la prevención de la criminalidad y la violencia en la región. Desde las diversas perspectivas subregionales y nacionales y a partir del quehacer propio de cada institución convocada, la propuesta de las organizaciones de la sociedad civil dice relación con aquellos compromisos que debiesen y pudiesen ser abordados y contenidos tanto en la declaración de los ministros como en el plan de acción que se defina a partir de ella.

La sistematización de las diversas recomendaciones y propuestas, que tienen que ver tanto con el diagnóstico del fenómeno de la violencia y la delincuencia en la región, como con el diagnóstico de lo que han sido las estrategias que se han implementado, da cuenta de dos grandes ámbitos de planteamientos. Uno de carácter conceptual o definiciones de carácter político y el otro de carácter técnico o diseño e implementación de las políticas publicas. 

Durante la segunda sesión se abordó la importancia del enfoque local en las políticas de seguridad ciudadana, así como el rol que pueden cumplir los municipios y las comunidades locales para contribuir a mitigar la violencia y la criminalidad.


Se planteó que la situación de seguridad varia de acuerdo al entorno y que para diseñar una estrategia local de seguridad se requiere de un diagnóstico propio (situacional: problemas e institucional: recursos). Solamente una política diseñada localmente puede optimizar el uso de los recursos existentes, debido a que desde lo local puede involucrarse activamente a los vecinos. 

Se manifestó que el mantenimiento de la seguridad es una obligación indelegable de los Estados, sin perjuicio que existan otros actores en este proceso (seguridad privada, organizaciones de vecinos, etc), cuyo control y fiscalización es responsabilidad de los gobiernos.  Sin embargo se observó que no todos los municipios tienen responsabilidades definidas en materia de seguridad, y si las tienen, no todos tienen las capacidades técnicas y financieras para ejecutar esas responsabilidades. 

La dificultad de la articulación entre lo local y lo nacional en materia de seguridad fue uno de los problemas manifestados. También se expresó que cuando existe experiencia de trabajo a nivel local, al no haber una cultura de trabajo en equipo se obstaculiza el enfoque integral y multidisciplinario. Se manifestó también la preocupación por la corrupción existe a nivel de quienes participan en el proceso de la seguridad.  Para promover una genuina participación es necesario incrementar la confianza que los ciudadanos tienen en la policía, los jueces y los fiscales.

La tercera sesión trató el tema sobre la seguridad pública y los derechos humanos. Se recalcó la necesidad de que la seguridad pública se concibiera como un derecho humano, y por ende considerar las medidas necesarias para garantizarlo. Se observó que bajo esta perspectiva de derechos, el concepto de seguridad es dinámico y en constante búsqueda de equilibrios entre derechos e intereses contrapuestos.

El Estado democrático debe garantizar los niveles de seguridad a partir de un enfoque de derechos humanos y es este uno de los indicadores que revelan el grado de gobernabilidad democrática existente. La incapacidad del Estado de garantizar la seguridad abre la puerta a sectores políticos o sociales que proponen respuestas represivas, estigmatizantes e intolerantes.
La cuarta sesión estuvo vinculada a la temática sobre la rehabilitación y la reinserción social. Se hizo un análisis sobre la teoría de la “pena rehabilitativa” ¿Inclusión o exclusión social? Se efectuó una aproximación de carácter teórico basada en el castigo, pena y proporcionalidad de la misma. Se analizaron las teorías de la rehabilitación dominantes, manejadas desde la perspectiva de la intervención no–penal, los programas de conciliación, la compensación de las víctimas, el perdón de la víctima, el trabajo comunitario, la libertad asistida y la prisión como última opción durante el mínimo tiempo posible. Se observó que muchas de estas aproximaciones de rehabilitación operan en la región mínimamente.

A continuación se presentan las recomendaciones manifestadas por los participantes, que permitirán generar insumos para el proceso preparatorio de la Primera Conferencia Interamericana de Ministros responsables por los temas de Seguridad Pública.

Recomendaciones sobre la prevención de la violencia y la criminalidad
Recomendaciones de carácter conceptual-político:

· Necesidad de construir un marco político-conceptual que contenga los principios y valores que guían las estrategias de seguridad:

· Observar la relación que existe entre el modelo de desarrollo imperante en la región y su impacto en materia de seguridad. Es  necesario construir una visión de Estado respecto al tema de la criminalidad y su abordaje integral, incorporando en ella los conceptos de inclusión, capital social y cohesión social. 

· Definir una política que incorpore la prevención como un principio de acción en una sociedad democrática y no solamente como una estrategia que acompaña a la labor de control y represión penal del delito y de la violencia.

· Establezca una definición de violencia y  criminalidad para determinar el fenómeno que se va a abordar y el tipo de delito a incluir.

· Establecer diferenciación entre políticas criminales y políticas de seguridad.

· Revisión y definición de los enfoques y modelos de estrategias de prevención (enfoques de salud pública, modelo ecológico) para el diseño de un plan de acción.

· Rol que cabe al Estado en materia de seguridad pública, nacional y local, y su relación con la sociedad civil, con la ciudadanía y con el ámbito privado. La participación de la sociedad civil como principio de acción pública es un fin y no sólo un medio. 

Recomendaciones de carácter técnico-política pública:

En este ámbito es posible identificar sugerencias y propuestas que dicen relación con los principales instrumentos que tienen los gobiernos para abordar la seguridad pública: 

· Marcos normativos y jurídicos: 

· Establecer legalmente los ámbitos de coordinación intersectorial e interinstitucional en materia de prevención, sin ello, la coordinación depende de la buena voluntad de los agentes públicos y ello es contrario a la sustentabilidad de las estrategias. También se constató la necesidad de establecer la coordinación entre los diferentes poderes del Estado, 

· Marcos presupuestarios:

· Revisar los fondos existentes para la prevención de la criminalidad y compararlos con fondos asignados en materia de control y represión. Y así equilibrar los presupuestos de los dos ámbitos para evitar que las políticas de prevención se instalen en la periferia del quehacer de los gobiernos nacionales o locales. 

· Sistematizar y analizar la inversión realizada por la cooperación internacional en materia de prevención. Existen múltiples acciones localizadas que no han sido evaluadas en términos de resultados, ni en materia de costos.

· Establecer condiciones para fomentar la inversión en  prevención.

· Diseño, gestión y evolución de políticas públicas:

· Invertir en sistemas consolidados de información en materia de diagnóstico de los problemas así como en el monitoreo y evolución de los procesos, resultados e impactos de las estrategias. Indicadores de victimización, percepción de temor e inseguridad, observatorios, etc.

· Generar información sobre experiencias exitosas y observaciones que monitoreen y evalúen las experiencias, con el objeto de generar un acervo de información que pueda ser replicable. 

· Diseñar estrategias orientadas a reducir la victimización. 

· Construir una agenda de temas prioritarios en materia de prevención de la criminalidad: jóvenes, alcohol, armas, acceso a la justicia, violencia de género, entre otras.

· Observar y definir estrategias orientadas a enmarcar el impacto de los medios de comunicación social sobre la percepción de inseguridad.

· Aumentar medidas de transparencia y anticorrupción de las instituciones públicas a cargo de la seguridad. Fomentar el accountability y control sobre ellas. 

· Necesidad de generar acercamientos cualitativos y micro de la realidad de cada contexto para romper con los mitos que existen sobre la prevención, necesaria de bajar la escala de análisis para conocer las experiencias exitosas. 

· Establecer como condición en el diseño de las políticas la sustentabilidad de ellas en el mediano y largo plazo. 

· Vincular los temas de convivencia y de calidad de vida con los temas de seguridad. 

· Fortalecer los mecanismos de consulta y participación  con la sociedad civil en los procesos de discusión de las políticas de seguridad pública. 

Recomendaciones sobre el rol de las comunidades/municipios    
· Desarrollar sistemas de información apropiados que habiliten la gestión local, el monitoreo de la misma y el desarrollo de mecanismos de evaluación apropiados.

· Promover que los Estados se encarguen de cubrir las necesidades en materia de seguridad de todos los ciudadanos, sin establecer privilegios ni zonas sin cobertura apropiada.

· Promover el combate a la corrupción a través de la accountability policial y la transparencia en la gestión. 

· Para que se produzca un verdadero proceso de descentralización en lo relativo a los temas de seguridad, es necesario que los gobiernos locales cuenten con las atribuciones y los recursos humanos y materiales que les permitan desarrollar esa función.

· Promover leyes de seguridad ciudadana de forma de impulsar la implementación a nivel nacional y local de políticas y programas orientados a prevenir y combatir la violencia y la criminalidad. Se destacó la necesidad de crear instancias de coordinación  a nivel nacional  de forma de articular las acciones en todos los niveles. 

· Exhortar a los Estados para que en conjunto con las organizaciones de la sociedad civil se definan los espacios de participación ciudadana (iglesias, clubes, agrupaciones de vecinos) en los temas de seguridad. 

· Alentar a los gobiernos para que apoyen la reconversión de las instituciones nacionales, para que éstas desarrollen la capacidad y las estructuras para desarrollar parte de su acción en el nivel local y dar participación en estos procesos a los actores locales. 

· Alentar la participación de las organizaciones locales en este proceso, a través una adecuada coordinación, apropiados sistemas de información y de la trasferencia de recursos. 

Recomendaciones sobre la seguridad pública y los derechos humanos 
· El Estado tiene la obligación de brindar seguridad a todos sus ciudadanos. Se reconoce la presencia formal e informal de empresas de seguridad privada y se manifestó la necesidad de regular apropiadamente a estas empresas y contar con medidas de control y evaluación del desempeño de las mismas.

· Destacar la  importancia de las zonas grises existentes entre las funciones que cumple la policía y las de los militares.  Si bien se reconoce que en algunos casos los Estados han recurrido al uso de las Fuerzas Armadas como opción para solucionar sus problemas de seguridad, ya sea por la ineficiencia de la policía, por los altos grados de corrupción  o por la insuficiencia de su dotación; se manifestó la preocupación  por el hecho. Se sugiere promover normas, que definan  los conceptos de defensa nacional y seguridad pública, remarcando que esta última debe ser de exclusiva responsabilidad de los cuerpos policiales, por lo que se subraya la inconveniencia de la participación de efectivos militares en esta materia, por ser su formación, estructura, misiones y equipamiento totalmente diferentes a las que requiere una política pública de seguridad,  señalando  por tanto, que su uso debe ser un último recurso.
·  Para mejorar la labor policial es necesario:

.

· Avanzar con la reforma policial en la región enfatizando la capacitación, profesionalización, los procesos de selección, definición de  la carrera policial y el desarrollo de mecanismos de capacitación permanentes.

· Generar mecanismos de gestión civil.

· Desarrollar mecanismos de control internos y externos para evitar el abuso indebido del uso de la fuerza 

· Contar con leyes modelo de seguridad pública como un instrumento a ser  promovido  desde la Secretaría General de la OEA. Es necesario establecer las diferencias entre las políticas de seguridad y las políticas sociales.

· Se destacó la importancia del rol que deben cumplir las Asambleas Legislativas en el control y monitoreo de las políticas públicas de seguridad.

· Es necesario reforzar la institucionalidad de la seguridad pública, las políticas públicas de seguridad y los sistemas de  información:

· La producción de la información de seguridad debe residir en las áreas competentes y no descansar solamente en la institución  policial, para estimular la transparencia de su gestión. 

· Se debe contar con un conjunto mínimo de indicadores estandarizados a nivel regional que permitan monitorear los índices de criminalidad y violencia y hacer un seguimiento y evaluación de las acciones. 

· Es necesario contar con estándares de seguridad que permitan elaborar diagnósticos y estados de situación a partir de los datos obtenidos en los sistemas de información.

· Se manifestó una preocupación en torno a los temas de violencia y juventud, por la diferencia existente entre las cifras reales y el imaginario frente al tema. 

· Se expresó la importancia de incorporar los derechos humanos en los documentos que se aprueben en la Primera Conferencia Interamericana de Ministros responsables por los temas de Seguridad Pública y que ésta solicite a a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que continúe con el trabajo que está realizando en materia de derechos humanos y seguridad.

Recomendaciones sobre la rehabilitación y reinserción social
· Avanzar en una reforma  y  revisión de las políticas y organizaciones carcelarias  luego de un proceso de evaluación y ajuste. 

· Para evitar la reincidencia del delito, es imprescindible que las medidas de privación de libertad deben ir siempre acompañadas de procesos de  rehabilitación y reinserción social. 

· Fortalecer los vínculos con las familias de las personas privadas de libertad, así como garantizar los espacios apropiados para la reinserción social y crear mecanismos que permitan monitorear la reinserción social para efectuar un análisis sobre la reincidencia de los ex convictos.

· Mejorar el intercambio de información y coordinación entre la labor policial y la judicatura.

· Promover a nivel de los operadores de la justicia, un mayor uso de penas alternativas a la privación de la libertad, eliminando los obstáculos para su operacionalización y así disminuir el hacinamiento en las cárceles.  En forma complementaria una ley de cupos aseguraría los niveles máximos de ocupación de los recintos carcelarios.

· La necesidad de que los Estados apoyen a las organizaciones de la sociedad civil para que éstas tengan una mayor participación en la ejecución de las medidas alternativas a la reclusión.

· Promover un análisis de la problemática de los jóvenes privados de libertad y desarrollar estrategias para evitar la reducción de la edad de imputabilidad de los adolescentes.

· Revisar la figura de la detención preventiva dentro de los procesos de la reforma penal, respetando las normas del debido proceso y promover la separación de las personas privadas de libertad  de acuerdo con el  tipo de delito cometido.  Así mismo se propuso la separación de aquellas personas que han cometido un delito por primera vez, de aquellos que son reincidentes.

· Contemplar la proporcionalidad de la pena según la gravedad del delito.

· Incluir diversas formas de expresión artística en los proceso de rehabilitación, a la vez de promover la formación técnica de los reclusos al interior de los recintos carcelarios.

· Revisar la situación de los extranjeros privados de libertad quienes, al no contar con vínculos, no tienen suficiente apoyo profesional, para lo cual se propuso la creación de centros de ayuda jurídica en las facultades de derecho.

· Su preocupación en torno a la privatización de los sistemas penitenciarios y carcelarios, manifestando que la participación del sector privado debe estar circunscripta a tareas complementarias (construcción de cárceles, servicios alimenticios, etc.). El Estado no debería delegar la gestión y la ejecución de las políticas carcelarias y penitenciarias. 

· Potenciar los recursos humanos que trabajan en los recintos carcelarias, desarrollando capacitaciones permanentes mediante la creación de escuelas de estudios penitenciarios.
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